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SCJ-TS-26-1850 
 

, Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, 

CERTIFICO que en los archivos a mi cargo hay un expediente que contiene 

una sentencia de fecha 30 de septiembre de 2026, que dice así: 

              
EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA 

 
La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, actuando como corte 

de casación, competente para conocer las materias laboral, tierras, contencioso 

administrativo y contencioso tributario, regularmente constituida por los 

magistrados Manuel R. Herrera Carbuccia, presidente, Anselmo Alejandro 

Bello F., Rafael Vásquez Goico y ,  jueces miembros, 

asistidos por la secretaria de la Sala, en la sede de la Suprema Corte de 

Justicia, ubicada en Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, en fecha 

30 de septiembre de 2026, año 183° de la Independencia y 164° de la 

Restauración, dicta en audiencia pública, la siguiente sentencia: 

Apoderada del recurso de casación interpuesto por el Ministerio de la 

Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED), actuando en calidad de 

continuador jurídico del Instituto Nacional de la Vivienda (INVI), contra la 

sentencia núm. 029-2022-SSEN-00203, de fecha 15 de agosto de 2022, dictada 
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por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo 

dispositivo figura copiado más adelante.  

I. Trámites del recurso 

1. El recurso de casación fue interpuesto mediante memorial depositado en 

fecha 21 de octubre de 2022, en el centro de servicio presencial del edificio de 

la Corte de Trabajo del Distrito Nacional, suscrito por el Dr. 

 y los Lcdos. , , Adelsy 

, Ariadna  y Cecilio Mora Merán, 

actuando como abogados constituidos del Ministerio de la Vivienda, Hábitat 

y Edificaciones (MIVHED), representado por , actuando en 

calidad de continuador jurídico del Instituto Nacional de la Vivienda (INVI). 

 

2. La defensa al recurso de casación fue presentada por

, mediante memorial depositado en fecha 8 de noviembre de 2022, 

en la secretaría general de la Suprema Corte de Justicia, suscrito por sus 

abogados constituidos Lcdos. , 

,  y 

.  

3. El recurso de casación que nos ocupa fue depositado con anterioridad a la 

entrada en vigencia de la Ley núm. 2-23, de fecha 17 de enero de 2023, sobre 
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Recurso de Casación, sin embargo, aplican las disposiciones del artículo 93 

que establecen: …queda suprimida la obligación … de celebración de audiencias, si 

todavía no se ha convocado a las partes a audiencia, respecto de los recursos de 

casación en curso, considerándose que tales expedientes estarán en estado de fallo 

cuando se encuentren en condiciones de fijación de audiencia bajo el viejo régimen del 

procedimiento de casación. 

 

4. El magistrado Francisco Antonio , no firma la presente 

decisión por haberse deliberado y fallado durante su período de vacaciones. 

II. Antecedentes 

5. Sustentado en un alegado desahucio,  incoó 

una demanda en pago de prestaciones laborales, derechos adquiridos, un (1) 

día de salario por cada día de retardo en el cumplimiento de su obligación en 

virtud del artículo 86 del Código de Trabajo y regalía especial adeudada 

contra el Instituto Nacional de la Vivienda (INVI), con la intervención forzosa 

del  Ministerio de Administración Pública (MAP), dictando la Primera Sala 

del Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional, la sentencia núm. 0050-2017-

SSEN-00287 de fecha 18 de agosto de 2017, que rechazó la demanda en 

intervención forzosa, acogió la demanda principal por desahucio con 

responsabilidad para la parte demandada y la condenó al pago de 
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prestaciones laborales, derechos adquiridos, regalía especial e indemnización 

conminatoria prevista en el artículo 86 del Código de Trabajo 

6. La referida decisión fue recurrida en apelación por el Instituto Nacional de 

la Vivienda (INVI), dictando la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del 

Distrito Nacional, la sentencia núm. 029-2022-SSEN-00203, de fecha 15 de 

agosto de 2022, la cual rechazó el incidente planteado por la parte recurrente, 

fundamentado en la excepción de declinatoria de incompetencia, así como el 

recurso de apelación y confirmó en su totalidad la decisión apelada, la cual 

fue recurrida en casación por el Ministerio de la Vivienda, Hábitat y 

Edificaciones (MIVHED), actuando en calidad de continuador jurídico del 

Instituto Nacional de la Vivienda (INVI), dictando esta Tercera Sala la 

sentencia núm. SCJ-TS-25-0918, de fecha 29 de abril de 2025, la cual rechazó 

el referido recurso. 

7. La indicada decisión fue objeto de recurso de revisión constitucional 

interpuesto por el Ministerio de Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED), 

actuando en calidad de continuador jurídico del Instituto Nacional de la 

Vivienda (INVI), dictando el Tribunal Constitucional, la sentencia núm. 

TC/0327/26, de fecha 5 de junio de 2026, cuyo dispositivo textualmente 

establece lo siguiente:  
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“PRIMERO: ADMITIR, en cuanto a la forma, el recurso de revisión 
constitucional de decisión jurisdiccional interpuesto por el Ministerio de la 
Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED) contra la Sentencia núm. SCJTS-
25-0918, dictada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia el 
veintinueve (29) de abril de dos mil veinticinco (2025). SEGUNDO: ACOGER, 
en cuanto al fondo, de conformidad con las precedentes consideraciones, el 
recurso de revisión descrito en el ordinal anterior y, en consecuencia, 
ANULAR la Sentencia núm. SCJ-TS-2025-0918. TERCERO: DISPONER el 
envío del presente expediente ante la Secretaría General de la Suprema Corte 
de Justicia para que vuelva a conocer del caso con estricto apego a las 
consideraciones expuestas en la presente decisión, según lo dispuesto por el 
artículo 54.10 de la Ley núm. 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y 
de los Procedimientos Constitucionales, del trece (13) de junio de dos mil once 
(2011). CUARTO: DECLARAR el presente proceso libre de costas, según lo 
dispuesto por el artículo 7.6 de la Ley núm. 137-11, Orgánica del Tribunal 
Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, del trece (13) de 
junio de dos mil once (2011). QUINTO: ORDENAR la comunicación, por 
Secretaría, de la presente sentencia, para su conocimiento y fines de lugar, a 
la parte recurrente, Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones 
(MIVHED), y a la parte recurrida, señor . 
SEXTO: DISPONER que la presente decisión sea publicada en el Boletín del 
Tribunal Constitucional” (sic).  

 

8. El expediente fue enviado por el Tribunal Constitucional, mediante 

comunicación SGTC-3484-2026, de fecha 21 de julio de 2026, recibida en la 

sección de trámite y correspondencia del Consejo del Poder Judicial, en fecha 

23 de julio de 2026.  
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III. Medios de casación  

  
9. La parte recurrente invoca en sustento de su recurso de casación los 

siguientes medios: “Primer medio: Infracción de norma constitucional 

(artículos 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 147, 164 y 165) de la Constitución 

política de la Nación. Segundo medio: Errónea interpretación del Principio 

III del Código de Trabajo, la Ley 41-08 Estatuto del Servidor Público y normas 

concordantes. Tercer medio: Mala aplicación de las Leyes núms. 5862 del 

1962, Ley Orgánica del Invi, Ley 247-12, sobre Organización de la 

Administración Pública y la Ley 160-21 del 2001, Ley Orgánica del MIVEHD. 

Cuarto medio: Incorrecta interpretación de las excepciones de procedimiento 

y medio de inadmisión (Art. 36 y 44 Ley 834 del 1978 y Articulo 586 Código 

de Trabajo. Quinto medio: Falta de motivos. Violación del art. 141 CPC y 

artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. Sexto medio: 

Desnaturalización de los hechos. Séptimo medio: Desnaturalización de los 

documentos de la causa y falta de base legal. Octavo medio: Violación del 

régimen de la prueba. Noveno medio: Errónea interpretación de los artículos 

1, 2, 3, 15, 16, 34, 44, 75, 86, 177, 219, 220, 534 y 544 del Código de Trabajo. 

Décimo medio: Errónea interpretación de los artículos 667 y siguientes del 

Código de Trabajo y artículo 339 del Código de Procedimiento Civil” (sic).   
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IV.  Considerandos de la Tercera Sala, después de deliberar  

Juez ponente: Manuel R. Herrera Carbuccia 

 

10. De conformidad con lo que establece la Constitución de la República, el 

artículo 9 de la Ley núm. 156-97 de fecha 10 de julio de 1997 que modificó la 

Ley núm. 25-91 de fecha 15 de octubre de 1991 Orgánica de la Suprema Corte 

de Justicia y el artículo 1° de la Ley núm. 3726-53 del 29 de diciembre de 1953, 

sobre Procedimiento de Casación, modificada por la Ley núm. 491-08, del 19 

de diciembre de 2008, esta Tercera Sala es competente para conocer del 

presente recurso de casación. 

 

11. Conforme con la Ley núm. 137-11 Orgánica del Tribunal Constitucional, 

en el artículo 54, numerales 9 y 10: …El procedimiento a seguir en materia de 

revisión constitucional de las decisiones jurisdiccionales será el siguiente: ...9) La 

decisión del Tribunal Constitucional que acogiere el recurso, anulará la sentencia 

objeto del mismo y devolverá el expediente a la secretaría del tribunal que la dictó; 10) 

El tribunal de envío conocerá nuevamente del caso, con estricto apego al criterio 

establecido por el Tribunal Constitucional en relación del derecho fundamental 

violado o a la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma cuestionada por 

la vía difusa (sic).  

 



 
 
 
 

REPÚBLICA DOMINICANA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

 
Exp. núm.: -RECA-00584 

Solicitud núm.: 2025-R0033397 
Recurrente: Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED) 
Recurrido:  

Materia: Laboral 
Decisión: Casa 
 

 

Av.  esq. , Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, Santo Domingo, 

R. D. • Tel.:  • www.poderjudicial.gob.do • E-mail:  
8 

 

12. Previo a conocer el recurso de casación que nos ocupa, resulta oportuno 

establecer el criterio asumido por el Tribunal Constitucional para anular la 

decisión dictada por esta Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia, el cual 

consistió textualmente en lo siguiente: 

“10.8 Tras analizar la sentencia impugnada, este tribunal advierte que los 
motivos de la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia se contraponen 
entre sí, en tanto reconoce que a pesar de que el Instituto Nacional de la  
Vivienda (INVI) carecía de carácter industrial o comercial, sus empleados 
eran regidos  por el Código de Trabajo por uso, costumbre y por decisiones 
administrativas; sin embargo, al  transformarse  en  Ministerio  de  la  
Vivienda,  Hábitat  y Edificaciones (MIVHED) quedarían sometidos al 
régimen de la Ley núm. 41-08, de Función Pública, salvo los derechos 
adquiridos bajo el régimen laboral hasta una fecha determinada por la propia 
institución. 10.9 De acuerdo con el Principio III del Código de Trabajo, el 
régimen laboral allí previsto [n]o se aplica a los funcionarios y empleados 
públicos, salvo disposición contraria de la presente ley o de los estatutos 
especiales aplicables a ellos, es decir, que su contenido alcanza a los órganos 
o entes públicos cuando el propio código de trabajo u otra legislación lo 
indique o bien cuando el órgano administrativo tenga carácter industrial, 
comercial, financiero o de transporte. 10.10 Al no   existir   disposición   legal   
que   reconozca   que   al   órgano administrativo le correspondía el régimen 
del Código de Trabajo, la Suprema Corte de Justicia acudió a los usos y 
costumbres para atribuírselo a la hoy recurrente.  Se evidencia, pues, el 
empleo generalizado de usos y costumbres contra legem para atribuir 
competencia laboral a entidades estatales que no operan como empresas ni 
persiguen fines de lucro, en desconocimiento de la ley; reconocer esta facultad 
implicaría que pueda fijarse el régimen jurídico laboral o de función pública 
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fuera de lo previsto en la ley aplicable solo por el uso y costumbre o la 
manifestación de voluntad sin habilitación legal previa, lo cual constituye una 
derogación singular que vulnera el principio de legalidad administrativa, que 
distorsiona el principio de jerarquía normativa. 10.11 En ese tenor, ni el 
Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) ni el Ministerio de la Vivienda, 
Hábitat y Edificaciones (MIVHED), en calidad de continuador jurídico, están 
facultados por ley para determinar discrecionalmente el régimen jurídico 
aplicable a las relaciones laborales de sus servidores, pues dicha función 
corresponde de manera exclusiva al legislador, conforme a lo dispuesto en el 
Principio III del Código de Trabajo y la Ley núm. 41-08, sobre Función 
Pública. En ese mismo sentido, la sentencia impugnada no tomó en 
consideración el principio de ejercicio normativo del poder previsto en el 
artículo 3.10 de la Ley núm. 107-13, el cual indica que la Administración 
pública ejercerá sus competencias y potestades dentro del marco de lo que la 
ley les atribuye y conforme con la finalidad para la que le fue otorgada esa 
competencia, con respeto y observancia objetiva de los intereses generales. 
10.12 El principio de legalidad de la administración se encuentra establecido 
en el artículo 138 de la Constitución, según el cual [l]a Administración pública 
está sujeta en su actuación a los principios de eficacia, jerarquía, objetividad, igualdad, 
transparencia, economía, publicidad y coordinación, con sometimiento pleno al 
ordenamiento jurídico del Estado. 10.13 Sobre ese principio, la Sentencia 
TC/0619/16, del veinticinco (25) de noviembre de dos mil dieciséis (2016) se 
pronunció de la manera siguiente: De esa disposición constitucional se desprende 
el hecho de que la sumisión de las actuaciones administrativas a la ley y al derecho 
debe ser plena, es decir, cabal, completa y sin excepciones. Con ello, la Constitución 
ha querido excluir la legitimidad de cualquier actuación administrativa contra legem 
y contra ius, puesto que el Estado de derecho conlleva el sometimiento de los poderes 
públicos al ordenamiento, norma que obviamente incluye a la Administración. En este 
sentido, conviene tener presente que el principio de legalidad de la Administración 
resulta consustancial al Estado de derecho. 10.14 En la especie, las disposiciones 
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del Código de Trabajo y la Ley núm. 160-21, que crea el Ministerio de la 
Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED), han sido interpretadas y 
aplicadas de manera incorrecta, al concluir que la jurisdicción laboral era la 
competente para conocer de la demanda de referencia, en detrimento de la 
jurisdicción que corresponde en casos de reclamaciones dirigidas contra entes 
u órganos de derecho público, inobservando los derechos y las garantías 
fundamentales de las partes envueltas en el proceso, afectando con ello el 
derecho fundamental al juez natural o competente de la parte recurrente en 
revisión constitucional. 10.15 Así pues, conforme al artículo 69.2 
constitucional, toda persona, en el ejercicio de sus derechos e intereses 
legítimos, tiene derecho a ser oída, dentro de un plazo razonable y por una 
jurisdicción competente, independiente e imparcial, establecida con 
anterioridad por la ley. 10.16 En el caso concreto, este tribunal estima que la 
Suprema Corte de Justicia no tomó en cuenta que correspondía a la 
jurisdicción contencioso-administrativa conocer de la demanda, conforme a 
los principios y reglas aplicables al caso. 10.17 En efecto, la jurisdicción 
contencioso-administrativa, en el ejercicio de sus atribuciones ordinarias, es 
la competente para conocer de los conflictos surgidos entre la Administración 
y sus empleados o funcionarios, lo cual se desprende de las atribuciones que 
le confiere el artículo 165 de la Constitución, en particular en su acápite 3, así 
como de lo dispuesto por la Ley núm. 1494, del dos (2) de agosto de mil 
novecientos cuarenta y siete (1947), que instituye la jurisdicción contencioso-
administrativa. Estas normas deben aplicarse e interpretarse conjuntamente 
con la Ley núm. 13-07, del cinco (5) de febrero de dos mil siete (2007), sobre el 
Tribunal Superior Administrativo, y la Ley núm. 107-13, del seis (6) de agosto 
de dos mil trece (2013), sobre los Derechos de las Personas en sus Relaciones 
con la Administración y de Procedimiento Administrativo. 10.18 Por lo 
precedente indicado concluimos que la decisión recurrida adolece de los 
vicios denunciados por la recurrente, Ministerio de la Vivienda, Hábitat y 
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Edificaciones (MIVHED), respecto de la incompetencia de la jurisdicción 
laboral para resolver el conflicto, de modo que procede acoger el presente 
recurso de revisión y anular la Sentencia núm. SCJ-TS-2025-0918, dictada por 
la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia el veintinueve (29) de abril de 
dos mil veinticinco (2025), sin necesidad de pronunciarse sobre los demás 
argumentos expuestos por las partes” (sic). 
 

13. De lo anterior se desprende que el aspecto central de la anulación 

producida por el Tribunal Constitucional radica en la contraposición de los 

motivos entre sí y violación al debido proceso de esta Tercera Sala, al 

determinar la competencia de la jurisdicción laboral ordinaria para la 

resolución de conflictos laborales del Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) 

que tiene como continuador jurídico al Ministerio de la Vivienda, Hábitat y 

Edificaciones (MIVHED)y sus trabajadores, al acudir a los usos y costumbre 

contra legem o la manifestación de voluntad sin habilitación legal previa, para 

retener la competencia laboral a entidades estatales que no operan como 

empresas ni persiguen fines de lucro, lo cual constituye una derogación 

singular que vulnera el principio de legalidad administrativa y que 

distorsiona el principio de jerarquía normativa. 

14. Para apuntalar los nueve (9) primeros medios de casación propuestos, los 

cuales se reúnen por su vinculación y por la solución que se le dará al asunto, 

la parte recurrente alega, en esencia, que la corte a qua para sustentar la 
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decisión impugnada incurrió en una inexcusable infracción de la 

Constitución, en sus artículos 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 147, 164 y 165, 

lo que podría definirse como una falta gravísima que aniquila su eventual 

valor jurídico, al apartarse del criterio sostenido por la corte de casación, de 

los hechos invocados y acreditados durante la sustanciación del proceso, ya 

que sus argumentaciones no obedecen a una comprensión teórica del asunto, 

sino la convicción imperfecta sobre la inaplicabilidad del Código de Trabajo 

a los funcionarios y servidores públicos que laboran en los órganos públicos; 

que en su decisión la corte a qua instruyó el proceso apelativo apoyado en que 

las pasadas gestiones del Instituto Nacional de la Vivienda (Invi) manejaron 

su personal bajo la Ley núm. 16-92, del 29 de mayo de 1992, que creó el 

Código de Trabajo y no por la Ley núm. 41-08, sobre Función Pública, cuya 

aseveración equivale a una admisión sutil de un manejo inadecuado del 

personal producto de factores partidarios y ajustado al juego de la influencia 

política, producto de una derogación de la Constitución, la que reglamenta 

todo lo relativo al vínculo laboral de los servidores públicos y las agencias 

estatales, por lo que la sentencia impugnada no puede ser validada por otra 

instancia, salvo violación a la ley, ya que sus deficiencias legales son de 

imposible conciliación con la carta magna y contraria al criterio tradicional de 

que los funcionarios y empleados públicos están excluidos de la legislación 
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laboral ordinaria, lo que la convierte en un instrumento que carece de eficacia 

jurídica; que la corte a qua al ejecutar su evaluación sobre los hechos objeto de 

juzgamiento obraron arbitrariamente en cuanto a los alcances legales del acto 

administrativo que produjo la desvinculación de la recurrida, situación que 

la condujo a dictar la decisión revocatoria, con la ausencia de un fundamento 

lógico razonado sobre los alcances legales del Principio III del Código de 

Trabajo, la Ley de Función Pública, el estatuto del servidor público y normas 

concordantes al caso en cuestión, que configura una violación del principio 

tempus regis actum, lo que genera una inconsistencia legal y una desconfianza 

sobre ella, cuyo defecto la convierten en un fallo cargado de una retórica 

hueca y contraria al desarrollo legislativo y jurisprudencial del régimen 

jurídico básico de la función pública, al efectuar una irracional apreciación de 

la naturaleza jurídica pública de la entidad emisora de la carta de 

desvinculación del empleado promotor de la acción judicial, sin profundizar, 

como es usual en la normativa de la administración pública, pues de haberlo 

hecho así su decisión hubiese sido en otro sentido, dicho de otro modo, 

validando que la normativa público laboral del país excluye al Invi de esa 

instancia, por lo que la alzada actuó bajo un criterio torpe, totalmente 

inadmisible, no producto de un juicio sereno como lo impone su delicada 

actividad jurisdiccional y de las leyes reseñadas, que la descalifica como acto 
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jurisdiccional válido conforme con la doctrina procesal, para ser asumida 

como una decisión apegada a los hechos y al derecho, por la omisión de la 

aplicación de la locución latina ratio leguis (razón de la ley) al interpretar esa 

normatividad, las que son las piedras angulares y la base de sustentación del 

argumento central de que esa agencia del sector público, sin importar que 

antiguos incumbentes hayan usado procedimientos internos de pago bajo las 

leyes laborales, cobijados bajo el derecho laboral público, no por la legislación 

laboral ordinaria, encontrándonos en un proceso que encuadra en la 

insubordinación de esa taxatividad, lo cual revela que los jueces del fondo se 

refugiaron en silogismos jurídicos, sin exponer de manera completa y 

satisfactoria los motivos que la indujeron a la emisión de su desafortunada 

decisión, olvidando la importancia de su función pública, al rechazar el 

recurso de apelación interpuesto por el Instituto Nacional de la Vivienda 

(INVI), limitándose a hacer uso de subjetivas fundamentaciones dogmáticas, 

semejante a un paternalismo laboral, a pesar de ser incompetente para 

estatuir sobre el conflicto, que involucraba a una agencia estatal y a un 

empleado público, cuyo asunto le compete al Tribunal Superior 

Administrativo (TSA), dictando una sentencia que se proyecta en una 

evidente desnaturalización de los hechos del litigio y afirmando que la 

separada del empleado se produjo por un desahucio al tenor del artículo 75 
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del Código de Trabajo e hizo una errónea interpretación de los artículos 1, 16, 

34, 86, 177, 219 y 220 del mismo código y procedió de ese modo a desestimar 

la apelación y confirmar la sentencia de primer grado, bajo la prédica de que 

la ley lo faculta para decidir del cobro de una eventual deuda laboral por 

antigüedad, delimitado a los documentos probatorios del proceso para 

acoger las pretensiones del recurrido, siendo en realidad que el asunto 

debatido era de orden sustancial dado que la relación contractual laboral de 

las partes estaba gobernada por los textos legales de la administración pública 

establecidos en las Leyes núms. 41-08 y 247-12. 

15. La parte recurrente continúa alegando en los medios reunidos que previo 

a concluir al fondo de la controversia, produjo sus conclusiones incidentales 

(excepción incompetencia, nulidad y medio de inadmisión) los cuales fueron 

desestimados injustamente, refugiándose en una declaratoria de 

improcedencia de estos, sin apoyarse en razonamientos convincentes, por lo 

que del análisis de los elementos de juicio y una rápida lectura de las 

consideraciones del fallo del tribunal a quo se puede establecer, con suma 

claridad, que sus redactores no pusieron la mínima atención a los sólidos 

planteamientos incidentales formulados en estrado, sobre la base de las 

prescripciones de los artículos 36 y 44 de la Ley 834-78 del 1978 y 586 del 

Código de Trabajo, ya que la demanda laboral incoada por la parte recurrida 
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no agotó la vía gubernativa de la Ley núm. 41-08, del 2008 y se interpuso fuera 

del plazo y ante un tribunal incompetente, por una persona sin calidad; 

igualmente, no se notificó a la demandada cumpliendo con las disposiciones 

legales de la Ley núm. 1486-38 del 1938, por tanto, no fue razonable la 

declaratoria pura y simple de improcedencia de las conclusiones incidentales, 

dado que los vicios que afectaban la demanda no son subsanables, a la luz de 

los conceptos doctrinales y jurisprudenciales admitidos. 

16. La valoración de los medios requiere referirnos a las incidencias 

suscitadas en el proceso ante la jurisdicción de fondo, establecidas de la 

sentencia impugnada y de los documentos por ella referidos: a) que 

 sustentado en un alegado desahucio ejercido por 

su empleador el Instituto Nacional de la Vivienda (INVI), incoó una demanda 

en reclamo de prestaciones laborales, derechos adquiridos, regalía especial y 

un (1) día de salario por cada día de retardo en su incumplimiento por 

aplicación del artículo 86 del Código de Trabajo; mientras que la parte 

demandada Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) incoó una demanda en 

intervención forzosa contra el Ministerio de la Administración Pública (MAP) 

decidiendo el tribunal de primer grado rechazar la excepción de 

incompetencia planteada por la parte demandada en razón de que esta se rige 

por las disposiciones del Código de Trabajo y la demanda en intervención 
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forzosa y, en consecuencia, declaró la terminación del contrato de trabajo por 

desahucio, condenando a la empleadora al pago de las reclamaciones 

realizadas por la parte demandante; b) no conforme con la decisión, el 

entonces Instituto Nacional de la Vivienda (INVI) interpuso recurso de 

apelación reiterando que no se rige por las disposiciones del Código de 

Trabajo, por lo que está exento de pagar prestaciones laborales a sus 

empleados, por tanto, solicitó la incompetencia del tribunal y que fuera 

remitido al Tribunal Superior Administrativo (TSA) por tratarse de 

servidores públicos y no de un desahucio como alega el trabajador, en 

consecuencia, revocada la sentencia recurrida y rechazada la demanda y 

asimismo desistió de la demanda en intervención forzosa contra el Ministerio 

de la Administración Pública (MAP);por su lado, la actual parte recurrida en 

su defensa alegó que fue desahucio mediante comunicación de fecha 19 de 

septiembre de 2016, por lo que solicitó que fuera rechaza la incompetencia 

planteada y el recurso de apelación y confirmada en todas sus partes la 

decisión apelada y no se opuso al desistimiento de la demanda en 

intervención forzoso; y c) que mediante la sentencia ahora impugnada, la 

corte a qua rechazó la excepción declinatoria de incompetencia planteada y el 

recurso de apelación y confirmó en todas sus partes la decisión apelada. 
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17. Para fundamentar su decisión, la corte a qua expuso los motivos que 

textualmente se describen a continuación: 

“…5. Que respecto de la competencia es menester establecer si se aplica el 
Código de Trabajo o la ley 41/08 de función pública y en este sentido se 
deposita comunicación del INVI de fecha 06 de julio de 2015 en comunicación 
dirigida a la Cámara de Cuentas firmada por la consultora jurídica 
subdirectora la licenciada  expresando que tal entidad se rige por 
el Código Laboral también se deposita comunicación del Ministro de 
vivienda y edificaciones  expresando que a partir del 
01/01/2022 se suprime el (INVl) y que este último se rige por el Código de 
Trabajo y el nuevo Ministerio por la ley 41/08 de función pública que todos 
los empleados del INVI serán trasladados al Ministerio de la Vivienda que 
serán preavisados y desahuciados conforme el Código de Trabajo, 
reconociendo sus derechos adquiridos y que serán contactados para 
formalizar el proceso en base al artículo 76 del Código de Trabajo también 
instructivo del Invi que expresa que los derechos serán asumidos bajo el 
Código de Trabajo y se procederá con el pago de las prestaciones laborales 
antes del 01/01/2022 según estipula el artículo 75 del Código de Trabajo, 
también se deposita cheques de pagos de prestaciones laborales de diferentes 
fechas, comunicación de despido justificado de parte del (INVI) al señor

 de fecha 19/09/2016 que dice ser en base al artículo 88 ordinal 12  del 
Código de Trabajo finalmente se deposita resolución conjunta de los 
ministerios de trabajo y administración pública del 31/05/2021 donde se 
expresa que para salvaguardar los derechos adquiridos de empleados que 
hayan empezado antes del 01/07/2021 regidos por el Código de Trabajo por 
decisión interna continúe con el Código de Trabajo y comunicación del 
Ministerio de Administración pública del 15/02/2017 que expresa que el 
INSTITUTO NACIONAL DE LA VIVIENDA (INVI) está dentro de las 



 
 
 
 

REPÚBLICA DOMINICANA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

 
Exp. núm.: -RECA-00584 

Solicitud núm.: 2025-R0033397 
Recurrente: Ministerio de la Vivienda, Hábitat y Edificaciones (MIVHED) 
Recurrido:  

Materia: Laboral 
Decisión: Casa 
 

 

Av.  esq. , Centro de los Héroes de Constanza, Maimón y Estero Hondo, Santo Domingo, 

R. D. • Tel.:  • www.poderjudicial.gob.do • E-mail:  
19 

 

exclusiones que prevé la ley de función pública se regirá por el Código de 
Trabajo, documentos de los cuales ninguno fue impugnado o cuestionado de 
forma expresa y directa por todo lo cual se refleja de manera clara en la 
práctica de su relación con sus empleados que se hacía en base al Código de 
Trabajo advirtiendo al final que los que se regirán por la ley 41/08 serán los 
del Ministerio recién creado de VIVIENDA por lo cual se rechaza la excepción 
de incompetencia planteada y este Tribunal se declara competente para 
conocer el presente asunto. Valiendo decisión, sin necesidad de hacerlo 
constar en la parte dispositiva de la presente sentencia” (sic).  
 

18. La necesidad de motivar las sentencias por parte de los jueces se 

constituye en una obligación y en una garantía fundamental del justiciable de 

inexcusable cumplimiento que se deriva del contenido de las disposiciones 

claras y precisas del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y que en 

esta materia se encuentra impregnada en el artículo 537 del Código de 

Trabajo, disposiciones que procuran el funcionamiento debido de un estado 

constitucional de derecho, cuyo propósito principal es que sus actos se 

encuentren justificados y no sean producidos arbitrariamente. 

19. En este mismo sentido se ha pronunciado la jurisprudencia internacional 

señalando que La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que 

permite llegar a una conclusión. El deber de motivar las resoluciones es una garantía 

vinculada con la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los 
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ciudadanos de ser juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorgada 

credibilidad a las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad1. 

20. Debe señalarse que, respecto del debido proceso y la tutela judicial 

efectiva, nuestra Carta Magna establece en su artículo 68 que la Constitución 

garantiza la efectividad de los derechos fundamentales, a través de los mecanismos de 

tutela y protección, que ofrecen a la persona la posibilidad de obtener la satisfacción 

de sus derechos, frente a los sujetos obligados o deudores de los mismos. Los derechos 

fundamentales vinculan a todos los poderes públicos, los cuales deben garantizar su 

efectividad en los términos establecidos por la presente Constitución y por la ley; y el 

artículo 69 expresa: Tutela judicial efectiva y debido proceso. Toda persona en el 

ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, tiene derecho a obtener la tutela judicial 

efectiva, con respecto del debido proceso que estará conformado por las garantías 

mínimas que se establecen a continuación: …2. El derecho a ser oída, dentro de un 

plazo razonable y por una jurisdicción competente, independiente e imparcial, 

establecida con anterioridad por la ley. 

21. En la especie, del estudio de la sentencia impugnada se evidencia que la 

corte a qua para rechazar la excepción de declinatoria de incompetencia 

planteada por la ahora parte recurrente, se basó en una práctica institucional, 

 
1 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Apitz Barbera y otros C. Venezuela, sent. de 5 de agosto 

de 2008. 
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uso, costumbre y circulares administrativas internas que aplican de manera 

bilateral el Código de Trabajo a sus servidores; sin embargo, como quedó 

establecido por el Tribunal Constitucional en la sentencia citada en otra parte 

de esta decisión, la asimilación del Código de Trabajo basada en la práctica 

institucional constituye una flagrante aplicación de usos y costumbres contra 

legem, pues …reconocer esta facultad implicaría que pueda fijarse el régimen jurídico 

laboral o de función pública fuera de lo previsto en la ley aplicable solo por el uso y 

costumbre o la manifestación de voluntad sin habilitación legal previa, lo cual 

constituye una derogación singular que vulnera el principio de legalidad 

administrativa, que distorsiona el principio de jerarquía normativa2. 

 

22. En esa misma línea argumentativa, al validar los tribunales de fondo 

laboral su competencia sobre las referidas circunstancias desnaturalizaron la 

sumisión plena que la administración debe al ordenamiento jurídico, lo cual 

constituye una violación al artículo 138 de la Constitución que prohíbe 

cualquier actuar administrativa contra legem y contra ius, por tanto, los actos 

de desvinculación de servidores de esta naturaleza no pueden ser juzgados 

bajo la óptica del derecho privado, pues el fuero especial de la función pública 

se rige por los principios del derecho administrativo, razón por la que la 

 
2 TC, sent núm. TC/0327/26, del 29 de abril de 2026. 
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jurisdicción competente y preestablecida por la ley para dirimir los diferendos 

surgidos entre la recurrente y sus empleadores o funcionarios, es única y 

exclusivamente competencia de la jurisdicción contenciosa-administrativa; en 

consecuencia, esta Tercera Sala procede a acoger los medios examinados y 

casar la sentencia impugnada por falta de base legal, sin necesidad de analizar 

los demás aspectos y medios de casación propuestos. 

23. El artículo 20 de la Ley núm. 3726-53, del 29 de diciembre de 1953, sobre 

Procedimiento de Casación, modificada por la Ley núm. 491-08, establece 

que: Si la sentencia fuere casada por causa de incompetencia, la Suprema Corte de 

Justicia dispondrá en envío del asunto por ante el Tribunal que debe conocer de él, y 

lo designará igualmente, lo que aplica en la especie. 

24. De conformidad con las disposiciones del artículo 65 de la referida ley, 

cuando opera la casación por falta o insuficiencia de motivos, 

desnaturalización de los hechos o cualquier otra violación de las reglas 

procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de los jueces, como ocurre en el 

presente caso, las costas pueden ser compensadas.    

V. Decisión 

La Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de conformidad con la 

Constitución de la República, la norma legal aplicada al caso, la doctrina 
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jurisprudencial observada y sobre la base de los motivos expuestos, dicta por 

autoridad y mandato de la ley la siguiente decisión:   

FALLA 

PRIMERO: CASA la sentencia núm. 029-2022-SSEN-00203, de fecha 15 de 

agosto de 2022, dictada por la Segunda Sala de la Corte de Trabajo del Distrito 

Nacional, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, 

y envía el asunto ante el Tribunal Superior Administrativo.  

SEGUNDO: COMPENSA las costas del procedimiento. 

Firmado: Manuel R. Herrera Carbuccia, Anselmo Alejandro Bello F., Rafael 

Vásquez Goico y .  

 

, Secretario General de la Suprema Corte de Justicia, 

certifico y doy fe que la presente sentencia ha sido firmada digitalmente por 

los jueces y el secretario que figuran en la estampa. 

ed 


